CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Diferencias – Contrato laboral – Corte Constitucional

“En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.”

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS − Inciso 2º − Numeral 3 − Artículo 32 – Ley 80 de 1993

Cuando el legislador utilizó en el inciso 2º del numeral 3 del artículo 32 de la citada ley la expresión “En ningún caso…generan relación laboral ni el pago de prestaciones sociales”, no consagró una presunción de iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, lo que indica que el afectado podrá demandar por la vía judicial el reconocimiento de la existencia de la vinculación laboral y, por consiguiente, el pago de las prestaciones a que haya lugar.

CONTRATO REALIDAD – Carga probatoria – Elementos – Relación laboral

Posteriormente, el anterior razonamiento fue replanteado por la misma Corporación, o al menos puesto en su justo contexto, como se hizo, entre otros, en el fallo de la Sección Segunda, subsección B, del 23 de junio de 2005, expediente 0245, con ponencia del Magistrado Jesús María Lemos Bustamante, en la que señaló que bastará probar los tres elementos propios de una relación de trabajo, en especial que la labor se prestó en forma subordinada y dependiente respecto del empleador, en labores propias de un funcionario público, para declarar la existencia del contrato realidad.
Bajo las anteriores precisiones se ha concretado el tratamiento jurisprudencial de los contratos realidad, de donde se concluye -en cuanto a su configuración-, que constituye un requisito indispensable para demostrar la existencia de una relación de trabajo, que el interesado acredite en forma incontrovertible los tres elementos de la relación laboral, esto es, i) la prestación personal del servicio (de manera permanente), ii) la continuada dependencia y subordinación y iii) una remuneración en contraprestación por la labor realizada, de modo que no quede duda acerca del desempeño del contratista en las mismas condiciones de cualquier otro servidor público.

RECONOCIMIENTO – Contrato realidad – No es reconocimiento de empleado público 

Adicionalmente la Sección Segunda, de antaño ha forjado posición, que se acompasa con lo precisado por la Corte Constitucional desde la sentencia C-555 de 1994, en el sentido que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral como contrato realidad vinculado a un contrato de prestación de servicios, no conlleva para el beneficiario de tal decisión la adquisición de la condición de empleado público.
RECONOCIMIENTO – Contrato realidad – Prestaciones sociales – Las que correspondan a empleado de planta

[…] las prestaciones sociales que se ordena reconocer y pagar en estos casos, que deben corresponder a las que percibe un funcionario de planta que realice la misma función, se hace tomando como referencia para su cálculo el monto pactado en los contratos de prestación de servicios como honorarios, situación que es consecuente con lo observado en el párrafo anterior.

CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios

Ahora bien, considera la Sala necesario recordar que la Corte Constitucional declaró la constitucionalidad del inciso final el artículo 2º del Decreto 2400 de 1968 y el aparte del artículo 1º del Decreto 3074 de 2008, en sentencia C-614 del 2 de septiembre de 2009, MP Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, en la que -entre otras cosas- decantó algunos criterios que definen el concepto de función permanente como elemento, que sumado a la prestación de servicios personales, subordinación y salario, resulta determinante para delimitar el campo de la relación laboral y el de la prestación de servicios. 

CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios – Criterio funcional
Criterio funcional, esto es, si la función contratada está referida a las que usualmente debe adelantar la entidad pública, en los términos señalados en el reglamento, la ley y la constitución, será de aquellas que debe ejecutarse mediante vínculo laboral.
CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios – Criterio de igualdad
Criterio de igualdad: si las labores desarrolladas son las mismas que las de los servidores públicos vinculados en planta de personal de la entidad y, además se cumplen los tres elementos de la relación laboral, debe acudirse a la relación legal y reglamentaria o al contrato laboral y no a la contratación pública.

CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios – Criterio temporal o de la habitualidad

Criterio temporal o de la habitualidad. si las funciones contratadas se asemejan a la constancia o cotidianidad, que conlleva el cumplimiento de un horario de trabajo o la realización frecuente de la labor, surge una relación laboral y no contractual, o sea que si se suscriben órdenes de trabajo sucesivas, que muestra el indiscutible ánimo de la administración por emplear de modo permanente y continuo los servicios de una misma persona, y no se trata de una relación o vinculo de tipo ocasional o esporádico, es lógico concluir que nos referimos a una verdadera relación laboral.
CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios − Criterio de la excepcionalidad
Criterio de la excepcionalidad: si la tarea acordada corresponde a actividades nuevas y éstas no pueden ser desarrolladas con el personal de planta o se requieren conocimientos especializados o de actividades que, de manera transitoria, resulte necesario redistribuir por excesivo recargo laboral para el personal de planta, puede acudirse a la contratación pública; pero si la gestión contratada equivale al giro normal de los negocios de una empresa debe corresponder a una relación laboral y no puramente contractual.
CONTRATO REALIDAD – Función permanente – Definición de criterios − Criterio de la continuidad
Criterio de la continuidad: si la vinculación se realizó mediante contratos sucesivos de prestación de servicios pero para desempeñar funciones del giro ordinario de la administración, esto es, para desempeñar funciones de carácter permanente, la verdadera relación existente es de tipo laboral.
CONTRATO REALIDAD – Declaratoria – Pretensiones 
Así las cosas, la viabilidad de las pretensiones dirigidas a la declaración de un contrato realidad, depende exclusivamente de la actividad probatoria de la parte demandante, dirigida a desvirtuar la naturaleza contractual de la relación suscrita y la presencia real dentro de la actividad desplegada de los elementos anteriormente señalados, especialmente el de subordinación, que como se mencionó, es el que desentraña fundamentalmente la existencia de una relación laboral encubierta, lo que obliga al análisis del conjunto probatorio que acompaña el expediente en aras de establecer las condiciones reales de prestación del servicio en éste caso.
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Demandado: MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE - CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DEL ATLANTICO
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 9 de noviembre de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico que negó las pretensiones de la demanda interpuesta por la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO contra la Nación - Ministerio del Medio Ambiente - hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la Corporación Autónoma Regional del Atlántico “CRA”. 
I. ANTECEDENTES

1. LA ACCIÓN

La señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO, mediante apoderado judicial y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, instauró demanda ante el Tribunal Administrativo del Atlántico, encaminada a obtener la nulidad del Oficio No. 004767 de 17 de diciembre de 1998, proferido por el Director encargado de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico, en adelante CRA, por la que se decidió de manera negativa su petición de reconocimiento de vinculación laboral con la entidad, de reintegro al cargo que venía desempeñando como contadora o a otro de igual o mejor categoría desde el 3 de abril de 1997, y de pago de emolumentos laborales derivados de la condición de empleada de la CRA.

Como consecuencia de la nulidad anterior, pidió que se condenara a título de restablecimiento del derecho al reintegro de la actora al cargo que venía desempeñando o a otro de igual o superior categoría, con funciones afines, con efectividad a la fecha de su retiro.

Solicitó que se ordene a las entidades demandadas a reconocerle y pagarle todos los sueldos, primas, bonificaciones, sueldos, intereses, derechos y factores salariales dejados de recibir desde la fecha de retiro del servicio, hasta cuando sea efectivamente reintegrada a su cargo, incluyendo los aumentos decretados con anterioridad a la separación, así como al reintegro de las sumas que demuestre haber pagado por concepto de servicios médicos, EPS, seguros y los gastos de perfeccionamiento del contrato y ordenes de servicios, retención el a fuente y demás emolumentos correspondientes al cargo, desde su vinculación, sumas todas ellas indexadas.

Reclamó que para todos los efectos legales consideren como servicios prestados al Estado desde la fecha de la vinculación a la CRA, el 17 de abril de 1995, especialmente para prestaciones y ascensos, sin solución de continuidad.

Por último solicitó se condene a las accionadas al cumplimiento de la sentencia en los términos de los artículos 176 y s.s. del Decreto 01 de 1984.

2. FUNDAMENTOS FÁCTICOS

Expuso los siguientes hechos:

Relató la demanda que la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO, fue vinculada a la CRA, mediante suscripción de un contrato de prestación de servicio el 17 de abril de 1995 y fue desvinculada el 3 de abril de 1997. 

Posteriormente, desempeñó el cargo de contadora, cumpliendo horarios laborales previamente establecidos por la entidad demandada y obedeciendo las directrices y órdenes de su jefe inmediato, con entrega de informes periódicos de su gestión.

Añadió, que a la terminación del contrato inicial, suscribió de manera sucesiva y consecutivamente varios contratos y/o órdenes de servicios hasta el 3 de abril de 1995, fecha de su desvinculación, documentos que tienen el mismo objeto con las mismas condiciones y que durante la ejecución de aquellos no se cancelaron las prestaciones sociales a que tenía derecho, vacaciones, primas, cesantías como tampoco ningún otro factor salarial, sino que en una cláusula se estableció que los contratos se regían por la Ley 80 de 1993.

Anotó, que el cargo de contadora para el que fue vinculada la actora en calidad de empleada pública debió ser creado en la planta de personal dado que se trata de una función permanente y continua que debe cumplir la CRA pues se inscribe dentro de la naturaleza de la entidad y su necesidad hace que el cargo sea permanente y de planta para que se cumpla su cometido.

Agregó, que presentó escrito agotando la vía gubernativa el día 4 de diciembre de 1998, que fue absuelto de manera negativa por la entidad a través del acto demandado.

Refirió que según la Corte Constitucional, a las entidades estatales no les es permitido celebrar contratos de prestación de servicios y órdenes de servicios para cubrir necesidades laborales permanentes y continuas, ya que se utiliza como modalidad para conformar plantas paralelas que permiten un manejo politiquero, burlando las prestaciones sociales y los derechos laborales que le asisten a los trabajadores.

Añadió, que para legalizar los contratos y ordenes de prestación de servicios tuvo que hacer gastos en pólizas; que cumplió un horario de trabajo de 8.30 de la mañana a 12.30 del día y de 2.30 a 6 de la tarde, con lo que se demuestra que existió una subordinación en las relaciones laborales y se desnaturalizaron los contratos señalados, al convertirse en contratos indefinidos laborales.

3. CAUSA PETENDI DE NULIDAD

Invocó como normas violadas los artículos 1°, 2°, 13, 25, 53, 93, 94, 122, 123, 125 y 306 de la Constitución Política, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1996 y los Convenios 87, 98, 100 y 11 de la OIT.

Señaló, que de conformidad con lo preceptuado por el numeral 3° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 2° del Decreto 165 de 1997, son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad y solo podrán celebrarse con personas naturales o jurídicas cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. Tales contratos no generan en ningún caso relación laboral ni prestaciones sociales sino que se suscriban únicamente por términos estrictamente indispensables.

Añadió, que la entidad demandada desnaturalizó la figura del contrato de prestación de servicios y/o órdenes de servicios, regulado por el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, norma desconocida por la CRA. Por ello, el ente estatal para no someterse al régimen legal que gobierna la función pública apeló a tal subterfugio.

Afirmó, que al no permitirlo la nómina, vinculó a su servicio con el carácter de contratista a la demandante y al hacerlo se desbordaron los marcos legales con desconocimiento del régimen de garantía que le correspondería si hubiese sido designada por la vía legal apropiada. Que en consecuencia se configuraron los elementos de la relación laboral como son la actividad personal del trabajador, la continuada subordinación o dependencia frente al patrono y un salario como contraprestación del servicio y cumplimiento del horario de trabajo.

Dijo, que la actividad personal de la actora se llevó a cabo de manera continuada, lo que se opone a la duración de los contratos de prestación de servicios, pese a que estos deben ejecutarse durante un periodo estrictamente indispensable para desarrollar el objeto.

Expresó, que la imposibilidad de vincular en su momento a la actora a la planta de la CRA no legitima la forma de ejecución de los contratos y órdenes de servicios, pues si eran necesarios debieron fijarse en la planta de personal; que por el contrario, los servicios por parte de la accionante se ejecutaron en un lapso aproximado de 23 meses y 23 días, con lo que se controvierte la temporalidad que debe informar a los contratos de prestación de servicios. 
Argumentó que no existió autonomía en los contratos celebrados, toda vez que por la misma naturaleza del objeto contratado y las obligaciones a cargo de las partes pactadas en los mismos, se desarrollaron bajo las directrices de la entidad estatal. Por ello, entre sus obligaciones se impuso el cumplimiento de unas funciones, con lo que se patentizó las ordenes que se impartían en el desarrollo del contrato, lo que contraría las disposiciones que regulan la contratación de prestación de servicios en donde el principio prevalente es la autonomía del contratista para la ejecución del objeto convenido.

Señaló, que en el mismo sentido al establecerse las obligaciones de la CRA, se dijo que le correspondía coordinar las acciones que deba desarrollar el contratista e impartir la información conceptual, pedagógica y metodológica a la actora, de lo que se infiere que la labor se desarrollaba de acuerdo a precisas instrucciones señaladas por la entidad.

En cuanto a la remuneración pactada, ésta no se trató de honorarios sino de un salario por los servicios prestados que se le cancelaban en forma mensual y que se le exigió por parte de la entidad estatal contratante el cumplimiento del horario de trabajo, en las mismas condiciones de los empleados de planta.

Por último sostuvo que existió un trato desigual frente a la actora en comparación con los empleados de planta, dado que los tratamientos disímiles en materia de derecho y obligaciones frente a sujetos que desempeñen iguales funciones se torna arbitraria y carece de sustento constitucional y legal. 

IV. DEFENSA DE LAS ENTIDADES.

1. La Corporación Autónoma Regional del Atlántico CRA, dio respuesta oportuna a la demanda
 oponiéndose a las pretensiones de la actora.

Indicó en primer lugar, que la actora desarrolló sus obligaciones contractuales conforme a lo reseñado en los contratos y órdenes administrativas pertinentes que por necesidades del servicio se celebraron. Que no existió subordinación laboral, pero que persistió el derecho de la accionada a exigirle al contratista el cumplimiento del contrato de prestación de servicios y la obligación de aquel de acatar directrices e instrucciones que el ente contratante impartiera. Que dicho cargo de contador no estaba previsto en la planta de personal. 
Dijo que no existió ninguna desvinculación, sino que simplemente expiró el contrato de prestación de servicios u orden de trabajo. Que por disposición de la Ley 80 de 1993 y las mismas cláusulas regulatorias, no existió relación laboral y que por ello no hay lugar al pago de prestaciones sociales, vacaciones, primas, cesantías y demás factores salariales. 

Por último, formuló la excepción de inexistencia de la obligación al señalar que de acuerdo a la naturaleza jurídica de la relación contractual que unió a las partes no es viable el reconocimiento de la calidad de empleado público que persigue al demandante. 

Agregó que los artículos 36 y 37 de la Resolución No. 877 de 1995 proferida por el Ministerio de Medio Ambiente, constituyen los estatutos orgánicos del ente demandado y prevén que los funcionarios vinculados a los cargos de planta de personal de la entidad tienen carácter de empleados públicos y trabajadores oficiales y que los empleos en la Corporación son de libre nombramiento y remoción y de carrera administrativa. Y que el cargo que dice haber desempeñado la actora, no existe en la planta de personal de la entidad y mal podría entonces habérsele nombrado y posesionado en el mismo. De haber sido así se hubiese violado lo consagrado en los artículos 122 y 125 de la C.P.

2. El apoderado de la Nación - Ministerio del Medio Ambiente
 dio contestación, aceptando algunos hechos, negando otros, proponiendo excepciones y en general oponiéndose a las pretensiones de la demanda
. 

Precisó que el acto demandado no fue expedido por el Ministerio sino por la CRA, quien debe defender su legalidad y por ello no tiene ni tuvo ningún tipo de relación contractual ni laboral con la demandante y que con ello se configura la excepción de falta de legitimación en la causa pasiva, en tanto que no es procedente ordenar al Ministerio el reintegro de la demandante pues ella nunca prestó sus servicios a esa entidad.

Aseveró que el hecho de que el Ministerio del Medio ambiente sea el ente rector de la gestión ambiental en Colombia no quiere decir que las Corporaciones Autónomas Regionales sean seccionales de dicha entidad, o que sean organismo adscritos o vinculados al Ministerio conforme a lo señalado por la Ley 99 de 1993, artículos 2°, 23, 30 y 31. 

Aludió además a la configuración de la excepción de falta de agotamiento de la vía gubernativa, al señalar que la actora no agotó la vía gubernativa contra el Oficio No. 004767 de 17 de diciembre de 1998, el cual fue proferido por la Corporación Autónoma Regional del Atlántico “CRA” de conformidad con lo señalado en el artículo 135 del Decreto 01 de 1984.

V. LA SENTENCIA APELADA
Mediante providencia de 9 de noviembre de 2012 el Tribunal Administrativo del Atlántico, negó las pretensiones de la demanda interpuesta por la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO
. 

Consideró, que como en efecto el acto demandado no había sido expedido por el Ministerio del Medo Ambiente y que conforme al artículo 23 de la Ley 99 de 1993, las Corporaciones Autónomas regionales eran entes corporativos de carácter público, dotados de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, ello le permitía defender sus intereses sin intervención de otros organismos estatales, que por ello debían denegarse las pretensiones de la demanda frente al Ministerio. 

En lo que se refiere al fondo del asunto, citó el numeral 7° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo subrogado por el artículo 1° de la Ley 50 de 1990, frente a los elementos de los contratos de trabajo. Para ello analizó las diferencias en el tema de la remuneración, como honorarios y como salario, la subordinación y el acatamiento de órdenes y la prestación personal de servicios, personalmente y para los contratos de prestación de servicios, de forma personal o a través de otras personas.

Citó en extenso apartes de sentencia de ésta Corporación de 18 de noviembre de 2003, con ponencia del Consejero Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, sin indicar el número de radicación.

Efectuó una relación de los contratos u órdenes de prestación de servicios celebrados entre la CRA y la actora cuyo objeto fue el de prestar su servicios como contadora en el desarrollo del proyecto de mejoramiento y mantenimiento de infraestructura de la Corporación y la colaboración en el área contable. Que allí quedó consagrado expresamente que el régimen por el cual se regiría es la Ley 80 de 1993, el plazo y la ejecución del mismo y que por ello, estos no probaban cosa distinta a la existencia de una relación de naturaleza contractual y no laboral.

Luego, se refirió a la certificación suscrita por el Secretario General de la CRA el 2 de marzo de 1998, frente a la celebración de los distintos contratos de prestación de servicios y que la misma no acreditaba vínculo alguno.

Añadió, que de los contratos allegados se verificó entre otras cosas que la actora estuvo vinculada con la CRA como contadora en calidad de contratista cancelándole los respectivos honorarios pactados en las órdenes de prestación de servicios. Además, debían cumplirse los requisitos señalados en el artículo 122 de la Constitución Política como son que le empleo se encuentre previsto en la planta de personal, que tenga funciones asignadas y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente, que además se deben cumplir los presupuestos de ley como con el nombramiento y la posesión.

Precisó, que la actora no demostró a través de las pruebas las razones por las cuales debe establecerse que no existía una prestación de servicios sino un contrato realidad, como son la prestación personal del servicio, la retribución del mismo y que esta se haya ejecutado bajo una continuada subordinación y dependencia, extremos que no se demostraron, lo que impedía declarar la relación laboral. Sino que al contrario, se establecía que la relación entre la CRA y la demandante fue de naturaleza contractual y no laboral, por lo que debían negarse las pretensiones de la demanda.

VI. LA APELACIÓN
La parte demandante interpuso recurso de apelación, cuya sustentación obra a folios 256 a 268. 

Consideró el apoderado, que la sentencia impugnada debía ser revocada por ser violatoria del derecho a la defensa de la actora, al omitirse la valoración de forma objetiva de la carga probatoria. Que debió tomarse en cuenta no solo el tipo de vinculación sino la función laboral y la jornada realizada por el empleado, con lo que se configuraba la subordinación o dependencia y que por ello, esos elementos estaban plenamente demostrados en el proceso.

Manifestó, que se desconoció la continuidad y subordinación en los contratos suscritos y el horario de trabajo cumplido por la actora.

Añadió que con la expedición del acto administrativo demandado se configuró la infracción a lo señalado en los Decretos 3135 de 1969, 1846 de 1969 y 1042 de 1978, en razón a que esta normatividad recopiló el régimen de los empleados públicos oficiales, consagrando los derechos originados en una relación lega y reglamentaria.

Insistió en que la actora siempre estuvo bajo la dependencia laboral durante el tiempo en se vinculó con la entidad, desde el “17 de Abril de 1997, hasta el 3 de Abril de 1997”
 bajo la dependencia de la CRA, donde cumplía el horario establecido por la entidad, directamente relacionado con la prestación de los servicios propios de su esfera como contadora, como reconoció el ente por medio de la certificación allegada al expediente y demás documentos que sirvieron de pruebas y que no fueron valoradas de manera objetiva por parte del juez de primera instancia. 

Citó apartes de las sentencias de ésta Corporación, entre otras la No. 1172/98 de 18 de marzo de 1999 con ponencia del Consejero Dr. Flavio Augusto Rodríguez Arce, de 18 de marzo de 1999 y la sentencia de 8 de agosto de 2011, Subsección “A”, con ponencia del Consejero Dr. Alfonso Vargas Rincón, dentro del proceso radicado con el No. 1078-09.

Luego de lo anterior, indicó que las pruebas no fueron evaluadas objetivamente por el a quo, con base en el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil, tales como las fotocopias de todos los contratos suscritos desde el 29 de septiembre de 1995 hasta el 10 de septiembre de 1998, aportados al expediente y relacionados en la demanda a folio 13. Así como el memorando para el cumplimiento del horario de fecha 2 de julio de 1996, entre otras pruebas que reposan en el expediente, en tanto que de ellas se desprende la continuidad en el servicio por más de 3 años cumpliéndose entonces los elementos del artículo 23 del C.S.T. con lo que se desvirtúa la tesis del Tribunal.

VII. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

En esta oportunidad no se pronunciaron las partes ni el señor Procurador Segundo Delegado ante ésta Corporación.

VIII. CONSIDERACIONES 

1. Del problema jurídico.

El problema jurídico a resolver en esta instancia, se contrae a determinar si la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO tiene derecho al reconocimiento del “contrato realidad” durante los periodos en que estuvo vinculada bajo órdenes de prestación de servicios a la Corporación Autónoma Regional del Atlántico como contadora, con los consecuentes pagos salariales y prestacionales que se derivan de una relación laboral.

Para desatar la cuestión litigiosa, es preciso revisar: i) el tratamiento jurisprudencial que se ha dado a la figura del contrato realidad, ii) el acervo probatorio para establecer los presupuestos fundantes de la relación laboral y III) el análisis para el caso concreto. 

2. Marco normativo y jurisprudencial del contrato realidad.

En el numeral 3° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 se define el contrato estatal de Prestación de Servicios en los siguientes términos:

      “ARTÍCULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES.

(…)

3o. Contrato de Prestación de Servicios.

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”
 

La Corte Constitucional en sentencia C-154 de 1997 analizó la diferencia entre el contrato de prestación de servicios y el de carácter laboral, de la siguiente manera:

“En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.” (Destaca la Sala).

Cuando el legislador utilizó en el inciso 2º del numeral 3 del artículo 32 de la citada ley la expresión “En ningún caso…generan relación laboral ni el pago de prestaciones sociales”, no consagró una presunción de iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, lo que indica que el afectado podrá demandar por la vía judicial el reconocimiento de la existencia de la vinculación laboral y, por consiguiente, el pago de las prestaciones a que haya lugar.

El Consejo de Estado -en sentencia de la Sala Plena del 18 de noviembre de 2003, radicado IJ-0039-, con ponencia del Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, asumió tesis según la cual era inaceptable reconocer la existencia de una relación laboral, en circunstancias en las cuales el contratista coordina con su contratante la prestación del servicio, no advirtiendo la existencia de una relación de subordinación en el hecho de concurrir un sometimiento a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, que incluye el cumplimiento de horario y recibir una serie de instrucciones de sus superiores o de tener que reportar informes sobre sus resultados, basado en las cláusulas contractuales.

Posteriormente, el anterior razonamiento fue replanteado por la misma Corporación, o al menos puesto en su justo contexto, como se hizo, entre otros, en el fallo de la Sección Segunda, subsección B, del 23 de junio de 2005
, expediente 0245, con ponencia del Magistrado Jesús María Lemos Bustamante, en la que señaló que bastará probar los tres elementos propios de una relación de trabajo, en especial que la labor se prestó en forma subordinada y dependiente respecto del empleador, en labores propias de un funcionario público, para declarar la existencia del contrato realidad.

Igualmente, cuando se logra desvirtuar el contrato de prestación de servicios, se ha concluido el necesario reconocimiento de las prestaciones sociales causadas por el periodo realmente laborado, atendiendo a la causa jurídica que sustenta verdaderamente dicho restablecimiento, que no es otra que la relación laboral encubierta bajo un contrato estatal, en aplicación de los principios de igualdad y de irrenunciabilidad de derechos en materia laboral consagrados en los artículos 13 y 53 de la Carta Política, rectificándose de esta manera la prolongada tesis que acogía la figura indemnizatoria como resarcimiento de los derechos laborales conculcados.
 
De otra parte, en aquellos casos en que se accede a las pretensiones de la demandada, la Sección ha concluido la no prescripción de las prestaciones causadas con ocasión del contrato realidad, en tanto la exigibilidad de los derechos prestacionales en discusión, es literalmente imposible con anterioridad a la sentencia que declara la existencia de la relación laboral, dado su carácter constitutivo, de manera pues, que es a partir de tal decisión que nace a la vida jurídica el derecho laboral reclamado, por lo tanto, no podría operar en estos casos el fenómeno procesal extintivo con antelación a la decisión judicial.
 
Bajo las anteriores precisiones se ha concretado el tratamiento jurisprudencial de los contratos realidad, de donde se concluye -en cuanto a su configuración-, que constituye un requisito indispensable para demostrar la existencia de una relación de trabajo, que el interesado acredite en forma incontrovertible los tres elementos de la relación laboral, esto es, i) la prestación personal del servicio (de manera permanente), ii) la continuada dependencia y subordinación y iii) una remuneración en contraprestación por la labor realizada, de modo que no quede duda acerca del desempeño del contratista en las mismas condiciones de cualquier otro servidor público.

Adicionalmente la Sección Segunda, de antaño ha forjado posición, que se acompasa con lo precisado por la Corte Constitucional desde la sentencia C-555 de 1994
, en el sentido que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral como contrato realidad vinculado a un contrato de prestación de servicios, no conlleva para el beneficiario de tal decisión la adquisición de la condición de empleado público.

Así mismo, que las prestaciones sociales que se ordena reconocer y pagar en estos casos, que deben corresponder a las que percibe un funcionario de planta que realice la misma función, se hace tomando como referencia para su cálculo el monto pactado en los contratos de prestación de servicios como honorarios, situación que es consecuente con lo observado en el párrafo anterior.
 

En otro frente debe decirse que, el Decreto 2400 de 1968, régimen de administración de personal de la Rama Ejecutiva, en la parte final del artículo 2º dice que “[p]ara el ejercicio de funciones de carácter permanente se crearán los empleos correspondientes, y, en ningún caso, podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de tales funciones.” (Subrayas y resaltado no es del texto original)

Esta prohibición es replicada por el artículo 7° del Decreto 1950 de 1973, y por el artículo 1º del Decreto 3074 de 2008 que modifica y adiciona el artículo 2º del Decreto 2400 de 1968, los que respectivamente consagran:

“Artículo 7º. Salvo lo que dispone la ley para los trabajadores oficiales, en ningún caso podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de funciones públicas de carácter permanente, en cuyo caso se crearán los empleos correspondientes mediante el procedimiento que se señala en el presente Decreto Nacional.

La función pública que implique el ejercicio de la autoridad administrativa no podrá ser objeto de contrato ni delegarse en el personal vinculado mediante esta modalidad” (subraya son ajenas al texto original)

Y el artículo 1º del Decreto 3074 de 2008:

“Articulo1o. Modificase y adicionase el Decreto número 2400 de 1968, en los siguientes términos:
 
El artículo 2º quedará así:

(…)

Para el ejercicio de funciones de carácter permanente se crearán los empleos correspondientes, y en ningún caso, podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de tales funciones” (Destaca la Sala).
Ahora bien, considera la Sala necesario recordar que la Corte Constitucional declaró la constitucionalidad del inciso final el artículo 2º del Decreto 2400 de 1968 y el aparte del artículo 1º del Decreto 3074 de 2008, en sentencia C-614 del 2 de septiembre de 2009, MP Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, en la que -entre otras cosas- decantó algunos criterios que definen el concepto de función permanente como elemento, que sumado a la prestación de servicios personales, subordinación y salario, resulta determinante para delimitar el campo de la relación laboral y el de la prestación de servicios. Tales criterios son:

I. Criterio funcional, esto es, si la función contratada está referida a las que usualmente debe adelantar la entidad pública, en los términos señalados en el reglamento, la ley y la constitución, será de aquellas que debe ejecutarse mediante vínculo laboral.
II.  Criterio de igualdad: si las labores desarrolladas son las mismas que las de los servidores públicos vinculados en planta de personal de la entidad y, además se cumplen los tres elementos de la relación laboral, debe acudirse a la relación legal y reglamentaria o al contrato laboral y no a la contratación pública.
III. Criterio temporal o de la habitualidad. si las funciones contratadas se asemejan a la constancia o cotidianidad, que conlleva el cumplimiento de un horario de trabajo o la realización frecuente de la labor, surge una relación laboral y no contractual, o sea que si se suscriben órdenes de trabajo sucesivas, que muestra el indiscutible ánimo de la administración por emplear de modo permanente y continuo los servicios de una misma persona, y no se trata de una relación o vinculo de tipo ocasional o esporádico, es lógico concluir que nos referimos a una verdadera relación laboral.
IV. Criterio de la excepcionalidad: si la tarea acordada corresponde a actividades nuevas y éstas no pueden ser desarrolladas con el personal de planta o se requieren conocimientos especializados o de actividades que, de manera transitoria, resulte necesario redistribuir por excesivo recargo laboral para el personal de planta, puede acudirse a la contratación pública; pero si la gestión contratada equivale al giro normal de los negocios de una empresa debe corresponder a una relación laboral y no puramente contractual.
V. Criterio de la continuidad: si la vinculación se realizó mediante contratos sucesivos de prestación de servicios pero para desempeñar funciones del giro ordinario de la administración, esto es, para desempeñar funciones de carácter permanente, la verdadera relación existente es de tipo laboral.
2. Del marco fáctico.

Bajo las anteriores precisiones se ha concretado el tratamiento jurisprudencial de los contratos realidad, de donde se concluye en cuanto a su configuración, que constituye un requisito indispensable para demostrar la existencia de una relación de trabajo, que el interesado acredite en forma incontrovertible los elementos de la relación laboral, esto es, la prestación personal del servicio (de manera permanente), la remuneración respectiva y especialmente la subordinación y dependencia en el desarrollo de una función pública, de modo que no quede duda acerca del desempeño del contratista en las mismas condiciones de cualquier otro servidor público, siempre y cuando la subordinación que se alega no se enmarque simplemente en una relación de coordinación entre las partes para el desarrollo del contrato, en virtud de las particularidades de la actividad para la cual fue suscrito, todo ello permeado por los criterios indicados en el acápite precedente.

Así las cosas, la viabilidad de las pretensiones dirigidas a la declaración de un contrato realidad, depende exclusivamente de la actividad probatoria de la parte demandante, dirigida a desvirtuar la naturaleza contractual de la relación suscrita y la presencia real dentro de la actividad desplegada de los elementos anteriormente señalados, especialmente el de subordinación, que como se mencionó, es el que desentraña fundamentalmente la existencia de una relación laboral encubierta, lo que obliga al análisis del conjunto probatorio que acompaña el expediente en aras de establecer las condiciones reales de prestación del servicio en éste caso.

Para corroborar su dicho, la actora allegó los siguientes documentos:

	Contrato u orden de prestación de servicios
	Folios.
	Objeto
	Fecha de suscripción 
	Plazo

	No. 001 de 17 de abril de 1995 


	Fls. 136 y ss
	Prestar la colaboración como contadora en el desarrollo del proyecto de mejoramiento y mantenimiento de la infraestructura propia del sector.
	17 de abril de 1995
	2 meses 



	No. 018 de 21 de junio de 1995 


	Fls. 147 y ss
	Prestar la colaboración como contadora en el desarrollo del proyecto de mejoramiento y mantenimiento de la infraestructura propia del sector.
	17 de abril de 1995
	2 meses 

.

	Copia parcial de orden de prestación de servicios de 22 de agosto de 1995 
	 Folios 159 y ss.
	 No se indica el objeto, ni el plazo
	22 de agosto de 1995
	 

	No. 0105 de 23 de octubre de 1995 
	Fls. 165 y ss
	Prestar la colaboración como contadora en el desarrollo del proyecto de análisis de estructuración y fortalecimiento de la Corporación.
	23 de octubre de 1995
	2 meses y 8 días.

.

	Sin numero de 2 de enero de 1996


	Fls. 171 y ss
	Prestar colaboración en el área contable
	2 de enero de 1996
	3 meses 

.

	No. 085 de 3 de abril de 1996 


	Fls. 180 y s.s.
	Prestar la colaboración como contadora en el desarrollo del proyecto de fortalecimiento y estructuración de la Corporación.
	3 de abril de 1996 de abril de 1995
	8 meses y 27 días

	No. 055 de 2 de enero de 1997 


	Fl. 21
	“Contadora”
	2 de enero de 1997
	29 días contados a partir del 2 de enero de 1997

	No. 0143005 de 31 de enero de 1997 


	Fl. 23
	“prestar la colaboración el área de Contaduría”
	31 de enero de 1997
	1 mes contado a partir del 31 de enero de 1997

	No. 0225 de 3 de marzo de 1997 


	Fl. 24
	“prestar la colaboración el área de Contabilidad
	31 de enero de 1997
	1 mes contado a partir del 3 de marzo de 1997


Además de las órdenes de prestación de servicios relacionadas, únicamente se allegaron los siguientes documentos:

· Copia simple de la Circular No. 1472 de 26 de julio de 1996
, suscrita por la Jefe de Personal de la CRA, dirigida al personal vinculado a la Corporación, en la que señala que:

“En atención a que se viene (sic) presentando faltas reiteradas al cumplimiento del horario de trabajo fijado por la entidad, me permito indicarles nuevamente la obligación de darle estricto cumplimiento; para lo cual los señores Subdirectores están en la obligación de reportar a la Oficina de personal cualquier incumplimiento sin plena justificación, a fin de proceder a establecer las sanciones del caso.

Como en varias ocasiones se ha recordado esta obligación, en lo sucesivo la llamada de atención será remplazada por las sanciones respectivas.

Igualmente, la ausencia temporal del sitio de trabajo para el desarrollo de diligencias personales u oficiales deberá hacerse con el lleno de las formalidades establecidas.” 

· A folio 31 obra certificación suscrita por la Secretaría General de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico CRA, en la que indica que la demandante es contratista de dicha entidad desde el 17 de abril de 1995 hasta el 22 de octubre de 1996, desempeñando el cargo de contadora con una asignación mensual de $1.029.520.

· Certificación suscrita por el Secretario General de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico CRA, en la que indica que la demandante:

“…celebró con la Corporación los siguientes Contratos y Ordenes de prestación de servicios, desempeñando el cargo de CONTADOR: Contrato No. 0001, valor $800.000.oo, plazo 2 meses contados a partir del 17 de Abril de 1.995; Contrato No. 0018, valor $800.000.oo, plazo 2 meses contados a partir del 21 de Junio de 1.995; Contrato No. 0050, valor $1.875.000.oo, plazo 2 meses contados a partir del 22 de Agosto de 1.995; Contrato No. 0105, valor $1.926.667.oo, plazo 2 meses y 8 días contados a partir del 23 de Octubre de 1.995; Contrato No. 0031, valor $2.932.500.oo, plazo 3 meses contados a partir del 2 de Enero de 1.996; Contrato No. 0085, valor $ 9.158.287.oo, plazo 8 meses y 27 días contados a partir del 3 de Abril de 1.996; Orden No. 0055, valor $994.719.oo, plazo 29 días contados a partir del 2 de Enero de 1.997; Orden No. 0143, valor $ 1.029.020.oo, plazo 1 mes contado a partir del 31 de Enero de 1.997; Orden No. 0225, valor $1.131.784.oo, plazo 1 mes contados( sic) a partir del 3 de Marzo de 1.997.”
.

· Copia auténtica del Acuerdo No. 006 de 31 de marzo de 1995, por el cual se establece la planta de personal de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico - CRA- en el que no aparece le cargo de contadora. Además se allegó copia del Acuerdo del Consejo Directivo No. 007 de 31 de marzo de 1995, por el cual se establece la estructura interna de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico, en el que no establece tampoco el cargo de contador ni las funciones que en él se desempeñan
.

· Mediante memorando de 15 de agosto de 1996 ( fl. 188), la Jefe de Personal de la CRA, le solicitó a la demandante enviar al Departamento de Personal en el término de 3 días una foto y fotocopia del certificado judicial (fl. 187) y además, mediante Oficio de 16 de diciembre de 1996, el Director General de la CRA, que

 “…Ha sido muy importante para la entidad, contar con su colaboración durante el año 1996, sin la cual no hubiese sido posible cumplir con las metas trazadas, para el año que termina. 
En esta navidad les deseamos unas felices Pascuas y un Próspero Año Nuevo. 

La corporación en su momento oportuno les comunicará la posibilidad de obtener sus servicios, con un nuevo contrato para 1997.”

Ahora bien, mediante Auto de 18 de septiembre de 2007 (fl. 114), se decretaron los testimonios solicitados en la demanda, de los señores Patricia de Jesús Mozo Cohen y Antonio María Obredor. No obstante, los mismos no comparecieron como bien lo señala el informe secretarial a folio 125, pese a las citaciones que aparecen a folios 115 y 117. 

Ahora bien, el a quo denegó las pretensiones de la demanda, del análisis de contratos de prestaciones de servicios enlistados y de la certificación suscrita por el Secretario General de la CRA, en la que se indica que la actora fue contratista de la entidad, al considerar que los mismos “no prueban cosa distinta a la existencia de una relación de naturaleza contractual y no laboral”
 y que además no acreditan vínculo laboral alguno y concluyó que de los mismos se apreciaba que “la actora estuvo vinculada con la corporación como contadora en calidad de contratista, cancelándole los respectivos honorarios pactados en las órdenes de prestaciones de servicios.”
, todo ello en cuanto no demostró la subordinación o dependencia ni que los contratos de prestación de servicios hubieren disfrazado alguna relación laboral.

Empero, en el recurso de apelación el apoderado de la actora argumenta que no se efectuó una debida valoración probatoria pues se desconoció (i) la función laboral, (ii) la jornada realizada por el empleado y el horario de trabajo, (iii) la continuidad, dependencia y subordinación. Dice que lo anterior se extrae de la “certificación” allegada al expediente, los “demás documentos” que sirvieron de pruebas, la fotocopia de todos los contratos suscritos desde el 29 de septiembre de 1995 hasta el 10 de septiembre de 1998, aportados al expediente y el memorando para el cumplimiento del horario de fecha 2 de julio de 1996.

Como se aprecia el citado argumento no brinda a la Sala nuevas evidencias a partir de las cuales se pueda colegir que en efecto se configuraron los elementos de subordinación y dependencia, pues si bien es cierto se suscribieron los mencionados contratos, los mismos únicamente demuestran que la relación contractual entre la actora y la CRA, se vio rodeada de unas condiciones particulares que permitan sostener que no se trató de un vínculo meramente coordinado y con plena autonomía del contratista, sino que se trató de una relación dependiente o subordinada entre las partes. 

Echa de menos de la Sala la prueba idónea para demostrar que la actora no tenía la posibilidad de actuar con independencia y que debía cumplir la intensidad horaria como los demás funcionarios de planta, o que solicitaba permiso para ausentarse del lugar de trabajo, es decir, cumpliendo las circunstancias de tiempo, modo y lugar en la prestación del servicio que le eran fijadas de antemano por la CRA. Para demostrar todo lo anterior era ideal la práctica de la prueba testimonial, que como se dijo fue decretada pero no se llevó a cabo por inasistencia de los testigos y la parte interesada. 

Ahora bien, analizado el memorando al que se ha hecho alusión en la relación de pruebas, es evidente que el mismo sólo contiene un orden de carácter general dirigida a los funcionarios de la CRA, pero en modo alguno se advierte del mismo que vaya dirigido a la actora, o en su defecto que se le hubiese notificado, para poder inferir que se esperaba su cumplimiento por la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO.

De otra parte, el certificado suscrito por el Secretario General de la CRA, únicamente da cuenta de los contratos de trabajo suscritos entre las partes, pero en modo alguno vislumbra algunos de los elementos de la relación laboral, ni mucho menos, que los mismos fueron desempeñados bajo condiciones de subordinación o dependencia.

Señala el apelante como aplicables al caso sentencias de ésta Corporación, entre otras, la providencia de 8 de agosto de 2011, Subsección “A”, con ponencia del Consejero Dr. Alfonso Vargas Rincón, dentro del proceso radicado con el No. 1078-09. 
Al respecto, bástele a la Sala señalar que cada caso ofrece situaciones fácticas diversas, pues el objeto de los contratos allí resuelto consistía en que la demandante prestaría su colaboración como Asesora de Fauna en el desarrollo del proyecto de administración, control y protección de los recursos naturales renovables y asesoría en la Oficina de fauna y flora, funciones que responden al fin para el cual fue creada la entidad. Es decir, desempeñó una función afín al objeto de la entidad, que no podía ser realizada por alguien ajeno a la planta de personal de la misma.

En efecto, el artículo 23 de la Ley 99 de 1993, dispone que las Corporaciones Autónomas Regionales son entes corporativos de carácter público, encargados por la ley de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente. Además, la misión de la CRA es “Conservar, recuperar y proteger los recursos naturales y el ambiente, en el Departamento del Atlántico, mediante la ejecución de políticas, estrategias y acciones de desarrollo sostenibles”
. 

Pero es que este caso es diverso, pues la demandante es contadora y ejerció labores de colaboración en el área de contaduría, por lo que es evidente que el objeto de los contratos, es decir, de prestar colaboración en el área de contabilidad se trata de una tarea diversa al objeto de la Corporación, por lo que le asistía a la demandante una carga probatoria más rigurosa para poder demostrar los elementos a que hicimos alusión en el acápite normativo y así desvirtuar el contrato de prestación de servicios.

No significa lo anterior, que solo pueden configurarse relaciones laborales frente a profesiones afines a los objetos de las entidades, sino que en el caso de profesiones diversas a estos, debe ejercerse una actividad probatoria más rigurosa, pues además de comprobar que se desarrollaron labores de carácter permanente, debe confirmarse que se cumplieron funciones llamadas a ser desempeñadas por personal de planta, sin autonomía e independencia en su realización, es decir, que debía atenderse a instrucciones con total dependencia y subordinación, elementos propios de la relación laboral, no de un contrato de prestación de servicios.

Finalmente habrá de señalarse que ninguna otra prueba de las ya analizadas brinda otra visión diferente acerca del vínculo contractual de la actora con la CRA, lo que en efecto, lleva a aceptar la tesis del a quo frente a la ausencia de actividad probatoria por parte de la demandante. 
Recuérdese que cuando una controversia debe ser dirimida por el juez competente, éste deberá definirla, como antes se dijo, a partir del análisis que realice del acervo probatorio, el cual está en la obligación de estudiar de acuerdo con las reglas que le impone el sistema de la sana crítica, lo que implica confrontarlas, permitir que las partes las contradigan y si es del caso las desvirtúen, y ponderarlas en conjunto, a la luz de su saber técnico específico y su experiencia.

Corolario de lo anterior, es evidente la falta de actividad probatoria de la parte demandante de quien como se dijo, dependía exclusivamente dicha carga según el aforismo “onus probandi incumbit actori”, dirigida en este caso a desvirtuar la naturaleza contractual de la relación establecida, la presencia real dentro de la actividad desplegada de los elementos de la relación laboral, el desarrollo de la labor en los parámetros de horarios señalados por la CRA, con dependencia y subordinación pues sólo así era viable acceder a las pretensiones formuladas, de acuerdo al caso particular, situación que conlleva confirmar la sentencia apelada en cuanto negó el petitum de la demanda, por las razones que han quedado ampliamente expuestas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

CONFÍRMASE la sentencia de 9 de noviembre de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que negó las pretensiones de la demanda, en el proceso adelantado por la señora TRINIDAD DE LA CRUZ CAMARGO FONTALVO, contra la Nación - Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible - Corporación Autónoma Regional del Atlántico, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de ésta providencia.

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cópiese, notifíquese y cúmplase. 

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión celebrada en la fecha.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN     ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
Relatoría: JORM/Lmr.

� A folios 93 y ss.


� Hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, conforme a información señalada en la página web de la entidad � HYPERLINK "http://www.minambiente.gov.co/web/index.html#" ��http://www.minambiente.gov.co/web/index.html#� consultada el día 29 de mayo de 2014.


� Folios 98 y siguientes del cuaderno principal.


� Fls. 240 y s.s.


� Página 258.


� Los apartes resaltados fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, MP Dr. Hernando Herrera Vergara, salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada








� En esta sentencia del 18 de noviembre de 2003 la Sala Plena de esta Corporación concluyó: 


“…si bien es cierto que la actividad del contratista puede ser igual a la de empleados de planta, no es menos evidente que ello puede deberse a que este personal no alcance para colmar la aspiración del servicio público; situación que hace imperiosa la contratación de personas ajenas a la entidad. Y si ello es así, resulta obvio que deben someterse a las pautas de ésta y a la forma como en ella se encuentran coordinadas las distintas actividades. Sería absurdo que contratistas encargados del aseo, que deben requerirse con urgencia durante la jornada ordinaria de trabajo de los empleados, laboren como ruedas sueltas y a horas en que no se les necesita. Y lo propio puede afirmarse respecto del servicio de cafetería, cuya prestación no puede adelantarse sino cuando se encuentra presente el personal de planta. En vez de una subordinación lo que surge es una actividad coordinada con el quehacer diario de la entidad, basada en las cláusulas contractuales.” (Resalta la Sala).


� En esta providencia se expuso: 





“De acuerdo con lo anterior, en un plano teórico y general, cuando existe un contrato de prestación de servicios entre una persona y una entidad pública y se demuestra la existencia de los tres elementos propios de toda relación de trabajo, esto es, subordinación, prestación personal y remuneración, surge el derecho a que sea reconocida una relación de trabajo que, en consecuencia, confiere al trabajador las prerrogativas de orden prestacional.(...)





De acuerdo con las pruebas que obran en el proceso, la demandante estuvo vinculada mediante contratos de prestación de servicios u órdenes de servicios durante los períodos que se encuentran señalados en el acápite de hechos probados.





La Sala reconocerá la existencia de una relación laboral por la existencia de una relación de subordinación entre la entidad contratante y la contratista, según se desprende de las cláusulas que a continuación se transcriben, además del ejercicio por parte de ésta de labores propias de un funcionario público:(…)





Las estipulaciones anteriores permiten concluir que cuando la demandante desarrolló su actividad bajo la figura de contratos u órdenes de prestación de servicios lo hizo para cumplir una relación de tipo laboral, pues el cumplimiento de labores encomendadas se llevó a efecto en desarrollo de instrucciones impartidas por sus superiores y debía reportar a estos el desarrollo de la actividad, (…).” 





� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”, sentencia del 17 de abril de 2008, radicado interno 2776-05, CP Dr. Jaime Moreno García. 





En esta providencia se dice:





“El artículo 85 del C.C.A. al concebir la acción de nulidad y restablecimiento del derecho prevé que todo aquel cuyo derecho amparado por una norma jurídica estime lesionado, puede acudir ante la jurisdicción para pedir, además de la nulidad del acto, que se le restablezca en su derecho, así como también la reparación del daño. La acción indemnizatoria surge cuando no es posible volver las cosas al estado anterior porque la misma naturaleza del daño impide tal circunstancia, pues sabido es que dentro de la sociedad y la naturaleza hay situaciones que resultan irreversibles y la única manera de compensar a la víctima es a través de una retribución pecuniaria.





La Sala se aparta de la conclusión a que se llegó en la sentencia de 18 de marzo de 1999 y replantea tal posición, pues lo cierto es que en casos como el presente no tiene lugar la figura indemnizatoria, porque sin duda alguna, la lesión que sufre el servidor irregularmente contratado puede ser resarcida a través del restablecimiento del derecho, término que implica restituir la situación, devolverla al estado existente con anterioridad a la lesión inferida. Ello tiene cabida a través de la declaración judicial de la existencia de la relación laboral del orden legal y reglamentario, con todo aquello que le sea inherente.





Por lo anterior, los derechos que por este fallo habrán de reconocerse, se ordenarán no a título de indemnización, como ha venido otorgándose de tiempo atrás, sino como lo que son: el conjunto de prestaciones generadas con ocasión de la prestación del servicio y el consecuente cómputo de ese tiempo para efectos pensionales junto con el pago de las cotizaciones correspondientes, aspectos éstos que no requieren de petición específica, pues constituyen una consecuencia obligada de la declaración de la existencia de tal relación. No es, por tanto, una decisión extra-petita, pues como quedó dicho, son derechos inherentes a la relación laboral.” ( Resaltado y líneas no son del texto original)





En igual sentido se puede consultar sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 17 de abril de 2008, radicado interno 1694-07, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, por mencionar otra de las tantas que han reiterado tal posición,





� Al respecto se puede consultar sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 6 de marzo de 2008, radicado interno 2152-06, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.





Vale señalar que a partir de la sentencia de la Sala Plena de la Sección segunda del 19 de febrero de 2009, CP Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, se acogió de manera unánime la posición de que “[e]s a partir de la decisión judicial que desestima los elementos de la esencia del contrato de prestación de servicios que se hace exigible la reclamación de derechos laborales tanto salariales como prestacionales, porque conforme a la doctrina esta es de las denominadas sentencias constitutivas…” 





� MP Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. En esta decisión la Corte Constitucional declaró inexequible del parágrafo 1º del artículo 6 de la Ley 60 de 1993 y el parágrafo 3odel artículo 105 de la Ley 115 de 1994 que posibilitaba la contratación de personal docente a través de contratos de prestación de servicios. 


� Aunque también la Sección ha considerado que, en el evento que lo pactado por honorarios mensuales en los contratos, sea inferior a la asignación que recibe el funcionario de planta, se debe calcular las prestaciones con éste referente y no el de los honorarios. V.gr., así lo dijo en sentencia del 23 de septiembre de 2010, de la Subsección A, radicado interno 0958-09, CP Dr. Alfonso Vargas Rincón. 





� A folio 30.


� A folio 32.


� A folio 84 y siguientes.


� Folio 250


� Folio 251.


� � HYPERLINK "http://www.crautonoma.gov.co/index.php/institucional/mision-vision" ��http://www.crautonoma.gov.co/index.php/institucional/mision-vision�. Página web consultada el 30 de mayo de 2014.





